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de los servicios públicos» (artículo 23) y, por otra, el «derecho a dirigir
peticiones a los órganos de la Administración autonómica en relación
con los asuntos que sean de su competencia» (artículo 30), lo que parece
conducir inexorablemente a la conclusión de que las quejas que se aco-
jan al régimen específico de la Ley 2/2010 no gozarán de la protección
especial otorgada al derecho de petición por la Constitución y por la
Ley Orgánica reguladora de dicho derecho. Una conclusión sin duda

aradójica, toda vez que las quejas en principio han de estar relacionadas
con un mal funcionamiento de la Administración y, por lo tanto, con el
incumplimiento de actuaciones debidas de dicha Administración, mien-
tras que las peticiones están, también en principio, relacionadas con ac-
tuaciones graciables de la Administración, como hemos señalado ante-
riormente. Así pues la petición de lo graciable gozaría de una mayor
protección que la queja frente al incumplimiento de lo exigible.

Por último, también puede conectarse el artículo 12.f) del Estatuto
de Autonomía con la actividad del Procurador del Común. Como es
sabido, la Ley reguladora de esta institución (Ley 2/1994, de 9 de marzo)
otorga a las personas físicas o jurídicas que manifiesten un interés legí-
timo la facultad de plantear quejas que, entre otras' cuestiones, pueden
versar sobre el funcionamiento de los servicios públicos. La Ley 2/2010
reconoce el derecho de los ciudadanos «a plantear ante el Procurador
del Común sus quejas relativas a vulneraciones e incumplimientos de los
derechos y los principios recogidos en esta Ley, así como las deficiencias
o anomalías que observen en el funcionamiento de los órganos adminis-
trativos y de los servicios públicos», un reconocimiento que no añade
sustancialmen te nada a lo ya establecido en la Ley reguladora de esta
institución.

Art. 12 COMENTARIOS AL ESTATUTO DE AUTONOMÍA DE CASTILLA y LEÓN 156

Artículo 13. Derechos sociales'"

1. Derechoa la educación. Todas las personas tienen derechoa una educa-
ción pública de calidad en un entorno escolar que favorezca su formación inte-
gral y a la igualdad de oportunidades en el acceso a la misma. Los poderes
públicos de la Comunidad garantizarán la gratuidad de la enseñanza en los
niveles educativos obligatorios y en aquellos en los que se determine por ley.
Asimismo, estableceránun sistema de becasY.ayudas al estudio para garantizar
el acceso a los restantes niveles educativos de todas las personas en función de
sus recursosy aptitudes.

Las personas con necesidades educativas especiales tienen derecho a recibir

* Francisco Javier MATÍAPORTILLA.Profesor Titular de Derecho Constitucional. Univer-
sidad de Valladolid.



el apoyo de los poderes públicos de la Comunidad para acceder a la educación
de acuerdo con lo que determinen las leyes. Se reconoce el derecho de todas las
personas adultas a la educación permanente, en los términos que legalmente se
establezcan.

2. Derecho a la salud. Todas las personas tienen derecho a la protección
integral de su salud, y los poderes públicos de la Comunidad velarán para que
este derecho sea efectivo.

Los ciudadanos de Castilla y León tendrán garantizado el acceso, en condi-
ciones de igualdad, a los servicios sanitarios de la Comunidad en los términos
que la ley determine. Asimismo serán informados sobre los servicios que el Sistema
de Salud preste.

Se establecerán legalmente los derechos y deberes de los usuarios del sistema
, sanitario, y entre ellos los siguientes:

a) A la intimidad y confidencialidad relativas a la propia salud, así como
el acceso a su historia clínica.

TÍT. l.-DERECHOS Y PRINCIPIOS RECTORES Art. 13
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b) A la regulación de plazos para que les sea aplicado un tratamiento.

c) Al respeto a sus preferencias en lo que concierne a médico y centro.

d) A recabar una segunda opinión médica cuando así se solicite.

e) A ser suficientemente informados antes de dar su consentimiento a los
tratamientos médicos o a manifestar en su caso instrucciones previas sobre los
mzsmos.

j) A recibir tratamientos y cuidados paliativos adecuados.

Las personas con enfermedad mental, las que padezcan enfermedades cróni-
cas e invalidantes y las que pertenezcan a grupos específicos reconocidos sanita-
riamente como de riesgo, tendrán derecho a actuaciones y programas sanitarios
especiales y preferentes.

3. Derecho de acceso a los servicios sociales. Los ciudadanos de Castilla y
León tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad al Sistema de Acción
Social de Castilla y León y a recibir información sobre las prestaciones de la red
de servicios sociales de responsabilidad pública.

4. Derechos laborales. Los ciudadanos de Castilla y León tienen derecho a
acceder en condiciones de igualdad y de modo gratuito al Servicio Público de
Empleo de Castilla y León. Los trabajadores tienen derecho a formarse y promo-
verse profesionalmente y a ejercer sus tareas de modo que se les garantice la
salud, la seguridad y la dignidad.

5. Derechos de las personas mayores. Las Administraciones Públicas de



Castilla y León velarán para que las personas mayores no sean discriminadas
en ningún ámbito de su existencia y garantizarán sus derechos, en particular,
la protección jurídica y de la salud, el acceso a un alojamiento adecuado, a la
cultura y al ocio, y el derecho de participación pública y de asociación.

6. Derechos de las personas menores de edad. Los menores tienen derecho
a recibir de las Administraciones Públicas de Castilla y León, con prioridad
presupuestaria, la atención integral necesaria para el desarrollo de su personali-
dad y su bienestar en el contexto familiar y social, en los términos que se determi-
nen normativamente.

Art. 13 COMENTARIOS AL ESTATUTO DE AUTO OMÍA DE CASTILLA y LEÓ 158

7. Derechos de las personas en situación de dependencia y de sus familias.
Los castellanos y leoneses que se encuentren en situación de dependencia tienen
derecho a las prestaciones públicas necesarias para asegurar su autonomía perso-
nal, su integración socioprofesional y su participación en la vida social de la
Comunidad. Las familias con personas dependientes a su cargo tienen derecho
a las ayudas de las Administraciones Públicas de la Comunidad en los términos
que determine la ley.

8. Derechos de las personas con discapacidad. Las personas de Castilla y
León con algún grado de discapacidad tienen derecho a la igualdad de trato y
de oportunidades, a la accesibilidad en cualquier ámbito de su vida, así como a
las ayudas públicas necesarias para facilitar su plena integración educativa,
laboral y social. Mediante ley se asegurará la supresión de barreras en los espacios
y dependencias de uso público y en el transporte público colectivo de pasajeros.
La ley reconocerá asimismo la participación de las personas con discapacidad
en la definición de las políticas que les afecten a través de las asociaciones
representativas de sus intereses.

Los poderes públicos promoverán el uso de la lengua de signos española de
las personas sordas, que deberá ser objeto de enseñanza, protección y respeto.
Además, se implementará la utilización por las Administraciones Públicas de la
Comunidad de los sistemas que permitan la comunicación a los discapacitados
sensoriales.

9. Derecho a una renta garantizada de ciudadanía. Los ciudadanos de
Castilla y León que se encuentren en situación de exclusión social tienen derecho
a acceder a una renta garantizada de ciudadanía. El ordenamiento de la Comu-
nidad determinará las condiciones para el disfrute de esta prestación. Los poderes
públicos promoverán la integración social de estas personas en situación de exclu-
sión.

10. Derechos a la cultura y el patrimonio. Todos los castellanos y leoneses
tienen derecho, en condiciones de igualdad, a acceder a la cultura y al desarrollo
de sus capacidades creativas individuales y colectivas.
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l .. UNA CUESTION PREVIA: SOBRE EL CONCEPTO DE
.', DERECHO SOCIAL

;' . En el Comentario que se ha realizado al artículo 17 EACyL,yal que
iliora nos remitimos, se ha defendido la posibilidad de definir, como
categoría dogmática propia, la referida a los derechos estatuarios. Antes
de entrar en el examen detallado del contenido del arto 13 EACyLdebe-
mos preguntamos si tales afirmaciones siguen siendo válidas cuando ha-
bl1mos de derechos sociales, De esta forma, no hacemos sino traer a
c~lación un clásico debate sobre la naturaleza misma de los derechos

• 1
sociales.

La primera cuestión que puede discutirse es cuál es el factor que
~ermite definir a un derecho como derecho social. Podemos partir de
úbá premisa y es que los derechos sociales son una manifestación más,

. no la única, del Estado social que nos hemos dado (cfr. arts. 1.1 y 9.2
CE). La adopción de este modelo explica, por ejemplo, la instauración
de sectoresjurídicos propios, como son el Derecho laboral o el Derecho
de consumidores o usuarios, y el reconocimiento de distintos derechos
yprestaciones (derechos a la educación, derecho de huelga, etc.). Pero ...
¿cuálesde estos derechos pueden ser calificados como sociales? Diversas
h,ipótesisse han manejado en la doctrina. Mientras que algunos autores
defienden que los derechos sociales son aquellos que favorecen a un
det~rminado sujeto (los trabajadores), otros han preferido fijarse en el
ámbito en el que los mismos se mueven (derechos económicos y socia-
les). Por otra parte, otros han subrayado el carácter principial de este
tipo de derechos, oponiéndolos a aquellos otros que contienen reglas
jurídicas, y hay quienes han defendido que lo que les caracteriza es su
~atu.ralezaprestacional.

Art. 13TÍT. l.-DERECHOS Y PRI CIPIOS RECTORES159

1S

JS

l.

S.

n
o-
la

~z-

a
)S

y
y
a
z,

~r,
la

7,0
u1
li-

as

58

,\O

)S

5.

I,d

!e
o
t-
~S

Esta última es la hipótesis de la que partiremos en este Comentario,
asumiendo que los derechos sociales encierran la facultad de recibir una
prestación o protección del Estado. Por eso pensamos que aunque exis-
ten derechos laborales muy importantes desde la perspectiva del Estado
social, como puede ser el derecho de huelga, no estaremos en presencia
de un derecho social sino de un derecho que, en su estructura interna,
obedece a la clásica naturaleza de los derechos civiles o resistencia.

Determinado nuestro entendimiento sobre los derechos sociales, de-
~S

,o , (1) Resumo las tesis expuestas, con ma-
yor detenimiento, en «Droits sociaux et
droits fondamentaux», BON, Pierre (dir.),

Trente A ns d 'Application de la Constitution Es-
pagnole, Dalloz, París, 2009, pp. 43-71.
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bemos plantearnos, en segundo lugar, si los derechos sociales encierran
derechos subjetivos o recogen meras expectativas. Si el texto estatutario
se limita a asegurar que los poderes públicos perseguirán tal o cual fin,
deberemos concluir que no estamos en presencia de derechos sociales,
dado que el particular afectado no está en condiciones de imponer, en
sede judicial, una determinada actuación de los poderes públicos. No
habiendo, en puridad, derecho subjetivo, mal podría hablarse de dere-
has sociales. En los casos en los que los ciudadanos puedan reclamar

una determinada prestación o protección, y solamente en esos casos,
odrá hablarse, con propiedad, de derechos sociales.

Los demás preceptos, en los que se establecen fines y objetivos de
los poderes públicos, o se recogen actuaciones administrativas de coope-
ración o promoción, tendrán un innegable contenido social, pero no
con ienen derechos subjetivos y su cumplimiento no puede ser exigido
an e los tribunales.

Pues bien, resulta evidente que el arto 13 EACyL contiene, en su
eno, algunos derechos sociales y otros contenidos, programáticos, que

n ) merecen tal denominación. A unos y otros deberemos hacer referen-
cia en las siguientes páginas del presente Comentario.

11. EL DERECHO A LA EDUCACIÓN

El primer apartado del arto 13 EACyL se refiere al derecho a la
ed cación, incluyendo diversos contenidos, que podrían resumirse, es-
qu máticamente, como sigue: (a) derecho a una educación pública de
calidad en un entorno que favorezca la formación integral y la igualdad
de oportunidades; (b) gratuidad de la enseñanza en los niveles educati-
vos obligatorios y en aquellos en los que se determine por ley; (c) estable-
cimiento de un sistema de becas y ayudas al estudio basado en los recur-
sos y las aptitudes de los alumnos; (d) apoyo para las personas con
necesidades educativas especiales; (e) derecho de las personas adultas a
la educación.

La lectura del precepto examinado nos permite adelantar ya que, al
igual que ocurre con el arto 27 CE, estamos en presencia de un derecho
complejo, en el que se asegura la gratuidad de determinados niveles
educativos y se establecen medidas de apoyo (becas, con carácter gene-
ra , y apoyo para las personas con necesidades especiales) y fines (ofrecer
una educación de calidad y también dirigida a los adultos).

El núcleo duro, por tratarse de un derecho fundamental (art. 27.4
CE), es -el derecho a la gratuidad de la enseñanza en los niveles educati-
vos obligatorios. Dicha disposición ha sido retornada en el arto 88 de la
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(3) Obviamente, la Constitución no
asegura «el derecho a la gratuidad educa-
tiva en cualesquiera Centros privados, por-
que los recursos públicos no han de acudir,
incondicionadamente, allá donde vayan las
preferencias individuales», sino que deben
limitarse a garantizar el servicio público
(STC 86/1985, de 10 de julio, FJ 4).
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Estamos, pues, no solamente en presencia de un derecho subjetivo
y,estatuario, sino en .eresencia d.eun derecho que ha ~id~impuesto por
el constituyente espanol y que VInculaa los poderes publIcas competen-
te~en la materia. Pues bien, el traspaso de funciones y servicios de la
Administración del Estado a la Comunidad de Castilla y León en materia
de ,enseñanza no universitaria se realizó a través del Real Decreto 1340/
l~~9,de 31 de julio, por lo que es en la actualidad la Administración
autonómica la encargada de asegurar el derecho fundamental.,
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LeyOrgánica 2/2006, de 3 de ~~yo, d~ Ed~cación2, y es l~~mismanor~a
la que dispone 9ue la educaClo-?-~pflr:?~fla y la educaClon .secund~la
obligatoria constItuyen la educaClon baslCa (art. 3.3 LOE. Vzd. tamblen
el arto 4.2 del mismo cuerpo normativo). También el segundo ciclo de
la educación infantil será gratuito (art. 15.4 LOE).

El derecho fundamental lo poseen todas las personas fisicas (inclui-
9Cl:S también, por cierto, los inmigrantes menores de edad que se encuen-
tre.h en suelo español de forma irregular, ex STC 236/2007, de 7 de
Qoviembre, FJ 8), Y se concreta en la concesión de una plaza en un
centro educativo públic03

• No existe un derecho, como parece obvio, a
qij.~el menor sea admitido en un determinado centro escolar, pero sí
re~ultaexigible que la decisión administrativa de adscripción no sea ma-
nifiestamente irrazonable o haga irreal el ejercicio del derecho (situán-
dolo, por ejemplo, a una excesivadistancia desde su casa). Por otra parte,
e.stamosen presencia de un derecho frente al Estado, ya que es éste el
obligado a prestar el servicio educativo, ya sea a través de centros públi-
cos,o concertados.
( '(

lL
• ,Es más discutible que los restantes contenidos del arto 17.1 EACyL

~Rptenganauténticos derechos subjetivos (y, por lo tanto, derechos esta-
tutarios). Comenzando por el derecho a una educación pública de cali-
dad en un entorno que favorezca la formación integral y la igualdad de
oportunidad, es evidente que no estamos ante una facultad que pueda
set. invocada ante un órgano judicial. Es una vocación que todos los
poderes públicos competentes deben perseguir, por más que las ideas
d~ calidad y entorno adecuado sean también inciertas, pero que no per-
miten excitar la intervención de los tribunales, recayendo el control más
en el plano político que en el jurídico.

<r .! 1 1

(2) , «En ningún caso podrán los cen-
trp~pú~licos o privados concertados perci-
b ~~n.tldadesae las familias por recibir las
en,se)1a~~asde carácter gratuito, imponer a
l~ famIhas la obligación de hacer aporta-
Clonesa fundaciones o asociaciones ni esta-
b\~ce_~serv,iciosobligatorios, asociados a las
~ns~n~nzas, que requieran aportación eco-
nomlca, por parte de las familias de los
alumnos.»
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¿Hay, por otra parte, un derecho subjetivo a recibir una beca o
ayuda al estudio? Aunque resulta obvio el sentido de tales prestaciones
en el marco del Estado social y del derecho a la educación (cfr. SSTC
214/1994, de 14 de julio, FJ 8 Y 212/2005, de 21 de julio, FJ 5), no
integran parte de un derecho fundamental ni los estudios objeto de
beca, ni las clases y cuantía de las ayudas, ni los requisitos económicos y
académicos, ni los sistemas de baremación, ya que todos estos extremos
«aparecen, lógicamente, dotados de provisionalidad en razón a posibles
circunstancias cambiantes» (STC 212/2005, de 21 de julio, FJ 14). Dado
que los poderes públicos pueden optar por el sistema de becas, ayudas
u otras medidas de alcance similar (por ejemplo, las exenciones fiscales
-cfr. STC 214/1994, de 14 de julio, FJ 8.B-), es claro que los particulares
no pueden exigir la concesión personal de una ayuda que no se justifi-
que en la previa convocatoria por parte de las autoridades administrati-
vas.

El hecho de que el Estatuto de Autonomía fomente el apoyo por
parte de las autoridades educativas a las personas con necesidades educa-
tivas especiales no genera ningún derecho subjetivo en manos de los
afectados. La ConsejerÍa de Educación de la Junta de Castilla y León ha
aprobado el Plan de Atención al alumnado con necesidades educativas
especiales mediante Orden de 23 de marzo de 2007, y dicha medida se
inscribe en marco de otros Planes (entre los que podemos recordar los

irigidos al alumnado extranjero y de minorías -Orden de 29 de diciem-
bre de 2004- y con superdotación intelectual -Orden de 7 de abril de
2005- o aquel que pretende prevenir y controlar el absentismo escolar
-Orden de 21 de septiembre de 2005-). El Plan de atención al alumnado
con necesidades educativas especiales, que tiene una vigencia 2006-2010
implementa diversas medidas concretas para el alumnado que presenta
necesidades educativas específicas por razón de discapacidad, por mani-
festar trastornos graves de conducta o por enfermedad.

Finalmente, algo parecido puede decirse en relación con el derecho
de las personas adultas a la educación, recogido también en el arto 13.1
EACyL. Como es sabido, las leyes educativas estatales han regulado algu-

as disposiciones sobre la educación de personas adultas (actualmente,
arts. 66 y ss. LOE) y dichas normas han tenido su reflejo en la legislación
autonómica de Castilla y León (Ley 3/2002, de 9 abril, de educación
básica de las personas adultas de Castilla y León y Decreto 105/2004, de
7 octubre, por el que se regula la ordenación general de las enseñanzas
y centros de Educación de Personas Adultas). En esta última norma se
establecen las áreas y niveles de enseñanzas y se establecen las formas de
acceso a las mismas, se determinan los tipos de centros en los que podrán
impartirse estas enseñanzas y los requisitos mínimos que éstos deberán
reunir. Es obvio que en estas materias, la libertad de actuación de los
poderes públicos no se compadece con la idea de derecho fundamental
apuntada en líneas anteriores.
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nI. EL DERECHO A IA SALUD

Una vez más, se recogen en este apartado tercero varios derechos:
a la protección integral de la salud, al acceso a los servicios sanitarios, a
la información sobre los servicios que el sistema de salud preste, ya que
'se establezcan determinados derechos por Ley (intimidad y confidencia-
lidad, acceso a la historia clínica, a la regulación de plazos para la aplica-
ción de tratamientos, al respeto de preferencia respecto de médico y
centro, a una segunda opinión médica, al consentimiento informado, y
a recibir cuidados paliativos). Se cierra el precepto con una referencia a
los enfermos mentales, crónicos e inválidos, así como a los grupos de
riesgo, que tendrán derecho a actuaciones y programas sanitarios espe-
cialesy preferentes.

, ¿Hayun derecho estatutario a la salud? A nuestro juicio, se impone
una respuesta negativa. Ni en la Constitución española ni nuestro Esta-
tutQde Autonomía reconoce un derecho a la salud. Es cierto que en el
arto43.1 CE puede leerse que «se reconoce el derecho a la protección
'de la salud», pero más adelante se nos aclara que no estamos en presen-
cia de un derecho fundamental, puesto que los principios rectores de la
p.oJíticasocial y económica «sólopodrán ser alegados ante laJurisdicción
qrdinaria de acuerdo con lo que dispongan las leyes que los desarrollen»
(art. 53.3 in fine CE). A nuestro juicio la misma conclusión es aplicable
en relación con la norma que ahora examinamos. Bastaría con eviden-
ciar que la salud no depende de los poderes públicos, sino de nuestra
naturaleza, por lo que resulta imposible que nadie garantice que no nos
pondremos enfermos en el futuro. El derecho a la salud se conecta, en
realidad, como demuestra la lectura de los arts. 43 CE y 13 EACyLcon
el establecimiento de un sistema sanitario públic04

• Estamos, en realidad,
ante el compromiso de que el Estado suministrará un servicio público
(sanidad), al que deben sumarse, por su importancia, los de la justicia y
la educación.

,1> Pero, a diferencia de lo que ocurre con este último, no tenemos
¡derecho a exigir una determinada prestación sanitaria, salvo que ésta
haya sido contemplada dentro del sistema sanitario de Castilla y León
(SACyL).Es posible defender que en este caso, la Administración Auto-
nómica está vinculada directamente por la obligación constitucional del
arto43 CE, ya que le corresponde esta obligación en virtud de la compe-

)
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(4) El arto 43.2 CE señala que «com-
pete a los poderes públicos organizar y tu-
telar la salud pública a través de medidas
preventivas y de las prestaciones y servicios
necesarios. La ley establecerá los derechos
y deberes de todos al respecto». El último
apartado del mismo artículo dispDne que
«!?S pod~res públicos fomentarán la educa-
Clan samtaria, la educación física y el de-

porte. Asimismo facilitarán la adecuada uti-
lización del ocio». Por otra parte, aunque
el arto 13 EACyL habla de la protección in-
tegral de la salud, a renglón seguido se ex-
plica que el derecho consiste en difundir
mformación sobre los servicios ofertados y
determinados derechos que deben recono-
cerse por Ley.
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tencia asumida en el Estatuto de Autonomía (cfr. arto 1.2 de la Ley 1/
1993, de 6 de abril, de Sanidad de Castilla y León) y por el traspaso de
las funciones y servicios del Instituto Nacional de la Salud (Real Decreto
1480/2001, de 27 de diciembre, sobre traspaso a la Comunidad de Casti-
lla y León de las funciones y servicios del Instituto Nacional de la Salud).

Estamos, en todo caso, en presencia de prestaciones que son deter-
minadas por la Ley, por lo que los derechos de acceso al sistema sanitario
y a la información se vinculan a un contenido libremente decidido por
el legislador autonómico. Ello explica por qué el sistema sanitario no es
idéntico en todo el territorio del Estado, aunque se garanticen algunas
prestaciones universales (ver el Real Decreto 1030/2006, de 15 de sep-
tiembre, por el que se establece la cartera de servicios comunes del Sis-
tema Nacional de Salud y el procedimiento para su actualización, modifi-
cado) .

Nuestro modelo de salud se inscribe, como es habitual en estos tiem-
pos, en la protección integral de salud, lo que guarda relación con el
bienestar, noción que va más allá de la curación de enfermedades.

El acceso al sistema sanitario se asegura, como no puede ser de otra
forma (cfr. arto 14 CE), en condiciones de igualdad. No vulnera este

rincipio que se prevean actuaciones y programas sanitarios especiales
y referentes para determinados colectivos (personas con enfermedad
mental, las que padezcan enfermedades crónicas e invalidantes y las que

ertenezcan a grupos específicos reconocidos sanitariamente como de
riesgo), puesto que resulta razonable la diferencia de trato prevista.

En todo caso, el arto 13 EACyL señala que se establecerán legal-
mente una serie de derechos concretos, que enseguida examinaremos.
Es oportuno hacer notar que la redacción empleada permite rechazar
que estemos ante derechos estatutarios, dado que si el establecimiento
es legal, no tiene su origen en el propio Estatuto. No estando en presen-
cia de derechos subjetivos, es claro que tampoco pueden calificarse de
derechos estatutarios. El único efecto jurídico de tal precepto sería la
eventual declaración de inconstitucionalidad de una reforma de la Ley
que suprimiera uno de los derechos que ya se encontraban en ella regu-
ados y que se encuentra expresamente citado en el Estatuto de Autono-

mía. Ahora bien, es la Ley la que establece el derecho, delimitando su
alcance y contenido, que puede modular con un generoso margen de
actuación.

Los derechos de las personas en relación con la sanidad han sido
recogidos tanto en leyes estatales (Ley 14/1986, de 25 de abril, General
de Sanidad, modificada por la Ley 41/2002, de 14 de noviembre, básica
reguladora de la autonomía del paciente y de derechos y obligaciones
en materia de información y documentación clínica) y de la propia Co-
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munidad Autónoma (Ley8/2003, de 8 de abril, sobre derechos y deberes
de las personas en relación con la salud).

. Examinaremos, brevemente, cada uno de estos derechos relaciona-
dos con la salud.

El derecho a la intimidad y confidencialidad relativas a la propia
salud tiene una evidente base constitucional (art. 18.1 CE y STC 196/
2004,de 15 de noviembre, FJ 8, sobre el derecho a ser informado de los
aspectos que se van a examinar a través de controles de salud realizados
por la empresa). En efecto, :<elderech<: a.la intimidad 9ueda así relevan-
temerite afectado cuando, SInconsentImIento del pacIente, se accede a
datos relativos a su salud o a informes relativos a la misma» (STC 70/
290~,de 23 de marzo, FJ 2 in fine), por lo que estamos en presencia de
ÚíÍ derecho fundamental. El derecho aparece contemplado tanto en la
l~gislaciónestatal (arts. 10, apartados 1 y 3, de la 14/1986 y 7 de la Ley
4r¡2002, de 14 de noviem~re, .básica regulad~)ra d.e la aut~t;0mía del
Ri<;:ient~}de~d~rechosy obhgaClone~en matena de Info~ma~I?ny doc,:-
IÍléntaClonchnlCa) como, con espeClal detalle, en la legIslaClonautono-
mica (arts. 9 a 16 de la Ley 8/20035
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El derecho de acceso a la historia clínica se inscribe en el derecho
a la protección de datos de carácter personal (cfr. arto 18.4 CE), por lo
que también goza de protección constitucional. El derecho se encuentra
recogido tanto en el plano estatal como autonómico (arts. 18 de la Ley
41/2002 y 17 de la Ley 8/2003). En esta última se afirma que «como
regla general la información se proporcionará verbalmente, dejando
constancia en la historia clínica, siendo obligado entregarla en forma
e,scritaen los supuestos exigidos por la normativa aplicable». Pese a que
esta norma es tibia, lo cierto es que el paciente tiene derecho a recibir
una copia íntegra del historial médico, excluidos los comentarios subjeti-
vosque en la misma se contengan, a tenor de lo resuelto por la Agencia
Española de Protección de Datos en la Resolución R/00611/2008 de 2
de junio de 2008, recaída en el procedimiento TD/00068/2008.

. " El derecho a la regulación de plazos máximos para la aplicación de
tr'atamientos concretos ya venía recogido en la Disposición Adicional
Segunda de la Ley 8/2003, estableciéndose que dichos plazos se fijarán
anualmente, asegurándose su formalización, y difusión general, el proce-
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,(5) Se garantiza la confidencialidad de
la información relacionada con la salud
(art 9), de los datos genéticos (art. 10), del
cuerpo (art. 13) y de otros datos personales
(art. 11). Se regula también el principio de
~u.torización informada para la eventual
C~ptación de imágenes en centros sanita-
r:<.?s(art. 15). Se exceptúan de tal limita-
Clon lo,s supuestos en los que sea preciso
comUnIcar o denunciar los casos de abuso

o maltrato (art. 12). Finalmente, el arto 16
regula las garan tías de la in timidad (la pro-
tección de datos de carácter personal, el se-
creto profesional que opera sobre los traba-
jadores y el deber de respetar el derecho
de cen tros, servicios y establecimien tos). La
regulación del derecho al acom paña-
miento (art. 14) guarda mayor relación
con el derecho a la vida privada que con el
derecho a la intimidad.



dimiento para que el paciente pueda acreditar la fecha de InICIOdel
cómputo del plazo y los mecanismos que permitan contar con centros
alternativos para asegurar el compromiso adquirido por los poderes pú-
blicos.

Los derechos restantes, y que examinaremos a renglón seguido, pre-
suponen la capacidad del paciente para decidir, libremente, sobre aque-
llas actuaciones que incidan sobre su cuerpo y su salud. Tales facultades
se integrarían, con especial sencillez, con el derecho a la vida privada.
Ocurre, sin embargo, que nuestra Constitución solamente reconoce el
derecho a la intimidad (art. 18.1 CE), que protege nuestra vida privada
frente al ataque de terceras personas pero que no incluye el derecho al
libre desarrollo de la personalidad (incluido como fundamento del or-
den político y de la paz social en el art. 10.1 CE) sin la existencia de
injerencias externas. No obstante, el derecho a la vida privada se ha
ido abriendo en camino, a través del derecho a la autodeterminación
informativa (art. 18.4 CE) y del derecho a la vida privada del Convenio
Europeo de Derechos Humanos (art. 8). No es de extrañar, por más que

ueda ser discutible, que alguna de sus manifestaciones haya llegado a
calar en la jurisprudencia constitucional (como es, por ejemplo, la refe-
rida a la protección contra la contaminación acústica, ex STC 119/2001,
de 24 de mayo).

El derecho al respeto de las preferencias del paciente en lo que
concierne a la elección de médico y centro se reconoce tanto en el plano
e tatal como autonómico (arts. 14 de la Ley 41/2002 y Real Decreto 8/
-996, de 15 de enero; y 38 de la Ley 8/2003).

El derecho a recabar una segunda opinión médica ha sido recogido
en el arto 37 de la Ley 8/2003, que ha sido desarrollado, tras la aproba-
ción de la reforma del Estatuto, a través del Decreto 121/2007, de 20 de
diciembre, por el que se regula el ejercicio del derecho a la segunda
opinión médica en el Sistema de Salud de Castilla y León, desarrollado,
a su vez, por la Orden SAN/359/2008, de 28 de febrero, por la que se
desarrolla el Decreto 121/2007, de 20 de diciembre, por el que se regula
el ejercicio del derecho a la segunda opinión médica en el Sistema de
Salud de Castilla y León.

El derecho a ser suficientemente informado antes de dar su consen-
timiento a los tratamientos médicos o a manifestar en su caso instruccio-
nes previas sobre los mismos recoge, en realidad, tres derechos de dis-
tinto alcance. Se suelen vincular dos de ellos a través de la fórmula del
consentimiento informado. Los pacientes tienen derecho a ser informa-
dos sobre el estado de su salud (arts. 4 de la Ley 41/2002 y 17 de la
Ley 8/20036), debiendo autorizar expresamente, entonces, de cualquier
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(6) Se regula también el respeto a la
volun tad de no ser informado y la necesi-

dad terapéutica acreditada de no informar
(arts. 19 y 20).
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actuación ~ue incida en ésta (art. 8 de la Ley 41/2002 y 33 Y34 de la
Ley8/2003 ). Por otra parte, las instrucciones previas consisten en que
«una persona mayor de edad, capaz y libre, manifiesta anticipadamente
su voluntad, con objeto de que ésta se cumpla en el momento en que
llegue a situaciones en cuyas circunstancias no sea capaz de expresarlos
personalmente, sobre los cuidados y el tratamiento de su salud o, una
vezllegado el fallecimiento, sobre el destino de su cuerpo o de los órga-
nos del mismo» (art. 11 de la Ley 41/2002). El arto 30 de la Ley 8/2003
reconoce el derecho en el ordenamiento de Castilla y León, yel mismo
ha sido desarrollado a través del Decreto 30/2007, de 22 de marzo, por
~l que se regula el documento de instrucciones previas en el ámbito
sanitario y se crea el Registro de Instrucciones Previas de Castilla y León .
• ¡e!, El derecho a recibir los tratamientos y cuidados paliativos adecuados
ya' s~encontraba reconocido en el arto 8 de la Ley 8/2003, relativo a los
enfermos terminales. Por otra parte, tales tratamientos deben ser oferta-
do&cuando el paciente rehúse seguir otros procedimientos-propuestos
(art. 32.1).

N. DERECHO DE ACCESO A LOS SERVICIOS SOCIALES

t " El Estatuto garantiza el derecho de los ciudadanos de Castilla y León
a acceder en condiciones de igualdad al Sistema de Acción Social de
Castillay León y a recibir información sobre las prestaciones de la red
d~ serviciossociales de responsabilidad pública. Es obvio que no es mu-
chó decir, ya que la cláusula relacionada con el principio de igualdad ya
Vieneexigida por el arto 14 CE y que es la Ley la que determinará el
diseño del Sistema de Acción Social de Castilla y León y las prestaciones
que, en su caso, preste. De hecho, la disposición derogatoria 2 de la Ley
2(2006, de 3 de mayo, de la Hacienda y del Sector Público de la Comuni-
dad de Castilla y León ha terminado con el compromiso, contenido en
el art. 48.4 de la Ley 18/1988, de 28 diciembre, de servicios sociales de
Castillay León, en el que se afirmaba que «la consignación presupuesta-
ria de la Junta de Castilla y León para Servicios Sociales experimentará
un incremento anual superior a la media de la subida de los presupues-
tos generales de la Comunidad para todas las Consejerías».

El sistema de Acción Social es el conjunto organizado de los progra-
mas, centros, servicios y prestaciones de carácter social ordenados me-
diante la planificación regional y coordinados administrativamente. Su
primer impulso se contiene en la citada Ley 18/1988, que re"conoce el
derecho de los españoles a beneficiarse del mismo, y extiende el derecho
a los extranjeros de acuerdo con lo dispuesto en los Tratados (art. 4). El

(7) La Ley parte del principio del res-
peto. a las deCIsiones adoptadas sobre la
propI.a ~alud (art. 28), así como la negativa
a reCIbIr un procedimiento sanitario (art.

32). También se regula el derecho al con-
sentimiento de tratamientos experimenta-
les o relacionados con la investigación (art.
35).



V. DERECHOS LABORALES

Sistema se organiza a través de servicios básicos (polivalentes y articula-
dos a través de una red de Centros de Asistencia Social) y específicos
(arts. 6 y 7). La Ley alude, en especial, a la protección de determinados
colectivos (infancia, juventud y familia, tercera edad, minusválidos, dro-
godcpendientes, personas discriminadas, delincuentes y excluidos). Di-
cha Ley ha sido desarrollada a través del muy relevante Decreto 13/1990,
de 25 enero, que regula el Sistema de Acción Social de Castilla y León.
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El Estatuto reconoce el derecho de los ciudadanos de Castilla y León
a acceder en condiciones de igualdad y de modo gratuito al Servicio
Público de Empleo de Castilla y León. Los trabajadores tienen asimismo
derecho a formarse y promoverse profesionalmente y a ejercer sus tareas
de modo que se les garantice la salud, la seguridad y la dignidad.

En relación con el primer apartado, podemos remitirnos, punto por
punto, a lo que se acaba de indicar en relación con el derecho anterior,

.endo añadir, únicamente, que la normativa aplicable en este caso es
<: Ley 10/2003, de 8 abril, que regula el Servicio Público de Empleo

de Castilla y León, desarrollado a través del Decreto 110/2003, de 25
septiembre, por el que se aprueba su Reglamento de Organización y
F ncionamiento.

Los derechos a la formación y promoción profesional constituyen
> s declaraciones de principio, en línea con lo expresado por el art.

40. e CE, que no se concretan en el reconocimiento de derecho subjetivo
a guno. La Comunidad Autónoma posee la competencia para desarrollar
dicha competencia, que se ha concretado en la impulsión de los Planes
de Formación e Inserción Profesional y de Formación Continua. Mayor
alcance presentan los derechos a la salud, la seguridad y la dignidad de
los trabajadores, que entroncan con algunas garantías constitucionales
(derechos a la intimidad y a la seguridad personal y, por supuesto, la
previsión contenida en el arto 40.2 CE) y que se encuentran igualmente
garantizados en el plano penal (arts. 316 a 318 CP).

VI. lA ESPECIAL PROTECCIÓN DISPENSADA A LOS
COLECTIVOS DE POBlACIÓN MÁS VULNERABLES

El Estatuto recoge diversas normas que protegen a la tercera edad,
al,' jóvenes, a las personas dependientes y a los discapacitados, normas

ti ' se inscriben en el carácter social de Estado que nos hemos dado
( rts. 1.1 y 9.2 CE). Por tal motivo, un tratamiento que privilegie el
acceso a los servicios públicos de estos colectivos no tiene por qué pertur-
ba' el principio de igualdad (art. 14 CE). El Decreto 57/2005, de 14
de -'ulio, aprueba diversos Planes Regionales Sectoriales (de Atención y
Protección a la Infancia, de Atención a las Personas Mayores, de Aten-
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ción a las Personas con Discapacidad, y de Acciones para la Inclusión
Social).

a) Derechos de las personas mayores. El hecho de que las Administra-
ciones públicas de Castilla y León velen para que las personas mayores
no sean discriminadas en ningún ámbito de su existencia es encomiable,
pero la interdicción de la discriminación por razón de edad está ya pre-
vista en los arts. 14 (tal y como se colige de la lectura de la STC 75/
1983,de 3 de agosto) y 50 CEoPor otra parte, la afirmación de que las
Administraciones Públicas garantizarán determinados derechos (sic) (la
protección jurídica y de la salud, el acceso a un alojamiento adecuado,
a la cultura y al ocio, y el perecho de participación pública y de asocia-
Ción)no encierra ningún derecho suplementario a los ya existentes. Es
evidente, por ejemplo, que los derechos de participación política o de
asociación se poseen por reconocerlos la Constitución y, en lo que toca
a las instituciones políticas autonómicas, el propio Estatuto de Autono-
mía. Del acceso a la cultura y al ocio deberemos ocuparnos en breve, y
del alojamiento adecuado señalar que, como ya ocurre con el derecho
a una vivienda digna (art. 47 CE), no genera derecho subjetivo alguno
en·los particulares, sino que le permite acogerse a los planes e iniciativas
impulsadas por los poderes públicos, sin que la inexistencia de los mis-
mos pueda ser cuestionada ante los tribunales. Sin embargo, la Ley 5/
2003, de 3 abril, de personas mayores de Castilla y León, aplicable a
personas mayores de sesenta y cinco años residentes en nuestra Comuni-
dad Autónoma (art. 2.1) y regula distintos derechos. Mientras que algu-
nos son auténticos derechos fundamentales (igualdad; integridad física,
psíquica y moral; honor, intimidad y propia imagen; libertad ideológica,
religiosay de culto; información y libertad de expresión; participación y
asociación -arts. 4 a 9-), otros son únicamente programáticos (protec-
ción de la salud; cultura, ocio y deporte -arts. 10 Y11-). Especial interés
presentan los arts. 12 y ss. en los que se reconoce el derecho a un aloja-
miento adecuado y una protección jurídica y económica en determina-
dos supuestos.

I b) Derechos de las personas menores de edad. Los menores tienen dere-
cho a recibir de las Administraciones Públicas de Castilla y León, con
prioridad presupuestaria, la atención integral necesaria para el desarro-
l~.ode su personalidad y su bienestar en el contexto familiar y social, en
los términos que se determinen normativamente. El tenor empleado,
muycercano al contenido en el arto48 CE, nos aclara que no hay ningún
derecho subjetivo impuesto por el Estatuto, sino una mera remisión a la
normativa vigente. Mientras que en el plano estatal resulta obligado citar
la LeyOrgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección]urídica del Me-
n~r, de modificación parcial del Código Civil y de la Ley de Enjuicia-
mIento Civil, en el plano autonómico debemos remitimos, sin realizar
mayores concreciones, a las leyes 14/2002, de 25 julio, de Promoción, .
atención y protección a la infancia en Castilla y León; 11/2002, de 10



Art. 13 COMENTARIOS AL ESTATUTO DE AUTONOMÍA DE CASTILLA y LEÓN 170

julio, de juventud de Castilla y León y 3/2006, de 25 mayo, de creación
del Instituto de laJuventud de Castilla y León, ya las normas de desarro-
11 (entre las que destaca el Decreto 37/2006, de 25 mayo, que regula
los acogimientos familiares de menores en situación de riesgo o de de-
samparo).

c) Derechos de las personas en situación de dependencia y de sus familias.
,1 Estatuto dispone que los castellanos y leoneses que se encuentren
en situación de dependencia tienen derecho a las prestaciones públicas
necesarias para asegurar su autonomía personal, su integración sociopro-
fesional y su participación en la vida social de la Comunidad. Se indica
igualmente que las familias con personas dependientes a su cargo tienen
derecho a las ayudas de las Administraciones 'Públicas de la Comunidad
en los términos que determine la ley. Debe dejarse claro que la norma
incide sobre el comportamiento de las Administraciones Públicas, por lo
que debe entenderse que vincula a todas aquéllas (ya sean de naturaleza
estatal, autonómica o local) que prevean medidas de protección o de
prestación para las personas dependientes o las familias en las que se
insertan. El marco normativo en esta materia viene marcada por la difun-

ida Ley estatal 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Auto-
nomía Personal y Atención a las personas en situación de dependencia,
que ha si~o desarrollada en nuestra Comunidad Autónoma a través de
diversas Ordenes y Resoluciones8• El Procurador del Común emitió un
1 forme de Oficio sobre la aplicación de la Ley de Dependencia en Casti-
Ha y León (octubre 2008) en el que evidenciaba algunas carencias 1

efectos del sistema, y se proponían medidas concretas para su mejora.

d) Derechos de las personas con discapacidad. Las personas de CastiHa
y León con algún grado de discapacidad tienen derecho, según dispone
nuestro Estatuto de Autonomía en línea con lo establecido en el arto 49
CE, a la igualdad de trato y de oportunidades, a la accesibilidad en cual-
quier ámbito de su vida, así como a las ayudas públicas necesarias para
facilitar su plena integración educativa, laboral y social. Podemos remitir-

(8) Nos limitamos a citar las Órdenes
FAM/824/2007, de 30 de abril, por la que
se regula el procedimiento para el recono-
cimien to de la situación de dependencia y
del derecho a las prestaciones del Sistema
para la Autonomía y Atención a la Depen-
encia; FAM/1056/2007, de 31 de mayo,

por la que se regulan los baremos para la
valoración de solicitudes de ingreso y de.
traslados en centros residenciales y en uni-
dades de estancias diurnas para personas
1ayores dependientes; FAM/1057/2007,

de 31 de mayo, por la que se regula el ba-
remo para la valoración de las solicitudes
de acceso a la Prestación Social Básica de la
Ayuda a Domicilio en Castilla y León; FAM
2044/2007, de 19 de diciembre, por la que

se regulan provisionalmen te los cri terios
para el cálculo de la capacidad económica,
coeficiente reductor para prestaciones eco-
nómicas, aportación del usuario en el coste
de los servicios y régimen de las prestacio-
nes económicas del Sistema para la Auto-
nomía Personal y Atención a la Dependen-
cia en Castilla y León y FAM 323/2009, de
18 de febrero, por la que modifica la Or-
den FAM 2004/2007, de 19 de diciembre
por la que se regulan provisionalmente los
criterios para el cálculo de la capacidad
económica en el coste de los servicios del
sistema de la Dependencia.

(9) Disponible en la página web del
Procurador del Común.



noS en lo relativo a la naturaleza y alcance de esta disposición, a lo
señ~ado en relación con las anteriores. Es evidente que no existe un
derecho subjetivo a que se nos confiera una determinada prestación,
sino en los términos establecidos por la Ley.

~.,". La norma de referencia, en esta materia, es la Ley estatal 51/2003,
d~'2 de diciembre, de igualdad de oportunidades, no discriminación y
a~cesibilidad universal de las personas con discapacidad, que ha dado
lugar a la actuación de la Comunidad Autónoma a través de diversas
políticas que se artic.t:lan en t?ffiO a los principio~ de mejora d~ ~a.cali-
dad de vida, promoClon de la Igualdad de oportunIdades y accesIbIlIdad,
y 'que abarcan materias tales como el fomento de la contratación de
Personas discapacitadas o las ayudas destinadas a mejorar la vida diaria

t d" d IDde las personas IscapaClta as, entre otras .
) .

l<· . En el Estatuto se remite la regulación de diversas materias a la Ley
(~ilpresiónde barreras en espacios y dependencias públicos y en el trans-
porte de viajeros, participación de las asociaciones representativas en la
definición de las políticas que les afecten). Sobre la accesibilidad debe
tornarse en consideración la Ley 3/1998, de 24 junio, por la que se re-
gula la accesibilidad y supresión de barreras, el Decreto 217/2001, de 30
~q~S~O,por el que se aprueba el Reglamento de accesibilidad y supresión
deL9aITeras, el Decreto 100/2000, de 4 de mayo, por el que se aprueba
el Reglamento de la Comisión Asesora para la Accesibilidad y Supresión
de Barreras en Castilla y León, prevista en la citada Ley, Acuerdo 39/
2004, de 25 de marzo, de la Junta de Castilla y León, por el que se
aprueba la Estrategia Regional de Accesibilidad de Castilla y León 2004-
2008 y la convocatoria de premios en la materia. La implicación activa
de las asociaciones de afectados en la determinación de las políticas pú-
blicas se regula en el Decreto 283/1998, de 23 de diciembre, por el que
se crea el Consejo Regional y los Consejos Provinciales para las personas
con discapacidad de Castilla y León.

(11

TÍT. l.-DERECHOS YPRINCIPIOS RECTORES70

o-
la
e-

~s.
n
18
J-

:a
n
.d
la
o
:a
le
,e
1-
)-

1,
.e
n
}-

a
e
9
1-
'a
[-

)S

a,
::r
¡e
::r
::r
1-

le
r-
'e
>s
.d
~l

~l

171

I. (10) Podemos citar la Orden de 21 de
jt¡nio de 1993, de la Consejería de Sanidad
YI~~enestarSocial, por la que se regulan los
re<J.ui~itosmínimos y específicos de autori-
zaCIónde los Centros de Minusválidos para
su apertura y funcionamien to; la Orden de
1~.de junio de 2000, de la Consejería de
~~nidad y Bienestar Social, por la que se
establecen en el ámbito de la Comunidad
Autónoma de Castilla y León normas de
aplicación y desarrollo de Real Decreto
1~71/1999 de 23 de diciembre, de procedi-
mIento para el reconocimiento declara-
ción y calificación del grado de ~inusvalía;
el Decre.to 52/2001, de 1 de marzo, por el .
que se dIctan normas sobre financiación de

, actuaciones en cum plimien to de objetivos

Art. 13

en materia de Residencias, Viviendas, Cen-
tros de Día y otras instalaciones del Plan
Regional Sectorial de Atención a Personas
con Discapacidad; la Orden FAM/892/
2007, de 8 de mayo, por la que se aprueban
las bases reguladoras para la concesión de
ayudas individuales a favor de personas con
discapacidad en Castilla y León o la Orden
FAM/971/2007, de 23 de mayo, de aproba-
ción de las bases para la concesión de sub-
venciones, cofinanciadas por el Fondo So-
cial Europeo, dirigidas a en tidades públicas
y entidades privadas sin ánimo de lucro,
con destino a la realización de itinerarios
personalizados de inserción laboral dirigi-
dos a personas con discapacidad.
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Finalmente, el Estatuto dispone que los poderes públicos promove-

rán el uso de la lengua de signos española de las personas sordas, que
deberá ser objeto de enseñanza, protección y respeto, y añade que, ade-
más, se implementará la utilización por las Administraciones Públicas
de la Comunidad de los sistemas que permitan la comunicación a los
discapacitados sensoriales. El esfuerzo financiero de la Junta de Castilla
y León es especialmente importante para la contratación del servicio
de asistencia mediante intérpretes de lengua de signos con destino al
alumnado sordo en Centros Docentes Públicos de la Comunidad de Cas-
tilla y León (ver, por ejemplo, la Resolución de 12 de junio de 2009).

e) Derechos de los excluidos. El Estatuto reconoce el derecho de los
ciudadanos de Castilla y León que se encuentren en situación de exclu-
sión social a acceder a una renta garantizada de ciudadanía, cuyas condi-
ciones serán determinadas normativamente. Tal prestación se regula, en
la actualidad, a través del Decreto 126/2004, de 30 de diciembre, por el
que se aprueba el Reglamento de la prestación de Ingresos Mínimos de
Inserción de la Comunidad de Castilla y León.

Este apartado se complementa con una norma programática en la
que afirma que los poderes públicos promoverán la integración social
de estas personas en situación de exclusión. Dicha actuación se ve facili-
tada por el Plan Nacional de Acción para la Inclusión Social del Reino
de España 2008-2010 y el Plan Regional Sectorial de acciones para la
Inclusión Social 2004-2007 impulsado por la Consejería de Familia e
Igualdad de Oportunidades de la Junta de Castilla y León.

VII. DERECHOS A IA CULTURA Y EL PATRIMONIO

El artículo 13 EACyL se cierra con este apartado, en el que se dis-
pone que todos los castellanos y leoneses tienen derecho, en condiciones
de igualdad, a acceder a la cultura y al desarrollo de sus capacidades
creativas individuales y colectivas. No deja de ser llamativo que el enun-
ciado omita toda referencia al patrimonio, contenida, sin embargo, en
el encabezado. Estamos ante dos normas de distinto alcance. El derecho
de acceso a la cultura tiene su base en el arto 44.1 CE, con el que com-
parte la misma naturaleza jurídica. El desarrollo de las capacidades crea-
tivas, individuales y colectivas, no genera ninguna obligación concreta
en los poderes públicos, pero el desarrollo de tal actividad creadora por
.parte de los individuos y grupos se encuentra constitucionalmente ampa-
rada por el derecho fundamental recogido en el arto 20.1 CE [especial-
mente, en los apartados a) y b)].


